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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José Homero Mello. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Nelson Bosch, Ruben Obispo y Juan C. Siázaro 
Andreotti. 


INVITADOS: Por la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito y compra, contador Horacio Hughes, 
Presidente y doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, asesor letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Melo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia del contador Horacio Hughes, Presidente de la Cámara Uruguaya de Tarjetas de 
Crédito y Compra, y del doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, asesor letrado. La Cámara había solicitado por 
nota una entrevista para verter opiniones respecto a cómo se maneja con las tarjetas de crédito, a raíz de 
referencias al tema que hicieron en la Comisión grupos de defensa del consumidor. A tal efecto, les cedemos 
la palabra. 


SEÑOR AGUIRRE RAMÍREZ.- Señor Presidente, señores integrantes de la Comisión: antes que nada 
agradecemos su deferencia por haber sido sensibles a nuestra solicitud de audiencia, concedida con 
gran celeridad en un momento en que sabemos que está por iniciarse el receso parlamentario en un 
año electoral, con complicaciones de todo tipo para el trabajo parlamentario. Por lo tanto, valoramos 
debidamente la atención que han tenido para con la Cámara. 


En calidad de su asesor letrado y quizás más en la de ex parlamentario que conoce cómo funcionan estas 
cosas, voy a hacer una exposición introductoria. 


Como ha dicho el señor Presidente, la preocupación de la Cámara surgió al trascender por la prensa una 
información referida a la visita a esta Comisión de una entidad que se identifica con la sigla LIUDECO, creo 
que se trata de la Liga Uruguaya de Defensa del Consumidor, con un propósito por supuesto muy plausible. 
En la información periodística se hablaba, entre otros planteos que la entidad había hecho a la Comisión, de 
la necesidad de reclamar una legislación más severa, que pusiera fin a los abusos de las empresas que emiten 
tarjetas de crédito, conocidas en la jerga bancocentralista como empresas administradoras de crédito. Esto 


motivó la preocupación lógica de la Cámara, porque entiende que una afirmación que generaliza, que 
engloba a todas las empresas, las que están afiliadas a esta institución y las que no lo están, peca por injusta, 
si nos atenemos a la realidad de un mercado que -como hablábamos con el contador Hughes- en el curso de la 
última década ha sido cada vez más severamente controlado. 


Para citar lo ocurrido en el ámbito legislativo, debemos tener presente que esta misma Legislatura sancionó 
dos leyes que están vigentes. Una es la de regulación de tasas de interés -en el vulgo Ley de Usura-, la Ley. 
N? 17.589, que puso topes inferiores a los que antes estaban autorizados y, sobre todo, no permitió, en caso 
de haber intereses moratorios, que estos sumen en su conjunto más de un 100%. La otra es la Ley N* 17.471 - 
conocida por algunos como ley Ponce de León, porque su autor e impulsor fue el Diputado Martín Ponce de 
León-, que estableció también una regulación restrictiva para todos aquellos préstamos de financiamiento de 
bienes y servicios inferiores a US$ 1.000. 


Sin entrar en los detalles de estas leyes -porque no es el objeto de la visita-, es evidente que ha existido 
preocupación; que se ha legislado y -esto es lo más importante-, con anterioridad: por los años 1996 y 1997 
ya había surgido una regulación por vía administrativa, es decir por circulares del Banco Central y por 
decretos del Poder Ejecutivo. Desde ese momento, las empresas quedaron sujetas a un doble contralor. Uno, 
el del Banco Central sobre las tasas de interés, exigiendo requisitos en cuanto a la viabilidad de las empresas, 
a su respaldo patrimonial y a otros aspectos que podría explicar el contador Hughes. A su vez, en el ámbito 
del Poder Ejecutivo surgió una regulación que está acometida a la llamada Área de Defensa del Consumidor 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Allí se reciben denuncias de consumidores y se les da trámite; las 
empresas saben que están sujetas a ese control y, a veces, tienen que dar explicaciones y dar cuenta de sus 
actos. Además, como todo control, no es simplemente una vigilancia sin consecuencias: si se cometen 
infracciones, si se violan las normas, hay sanciones que pueden llegar a ser severas. Esto desde el punto de 
vista de la regulación normativa de la actividad de estas empresas y del control a que están sujetas. 


Consideramos que, además, como lo hemos dicho alguna vez en el pasado en Comisiones parlamentarias del 
Senado y de la Cámara, normalmente se pierde de vista -por lo menos en algunos comentarios públicos y 
periodísticos- la importancia que tienen las empresas desde diversos puntos de vista, como dinamizadoras del 
consumo y fuentes de trabajo. Así, por ejemplo, configura una realidad su vigencia en la plaza. La antigijedad 
de OCA creo que ronda los 35 años, si es que no los ha superado, y otros sellos emisores de tarjetas tienen 
menor antigiedad, pero pasan los veinte años. 


En su conjunto dan trabajo a una cantidad importante de personas. En este momento no tengo datos 
actualizados, pero hace unos años era a unas 1.300 personas. Son de los más importantes contribuyentes del 
Estado a nivel de la DGI, por concepto de IVA sobre intereses, IRIC, IMABA e Impuesto al Patrimonio. 


No solamente son excelentes contribuyentes sino que son los mejores informantes respecto a los impuestos 
que deben pagar los comercios de plaza, pues comunican a la DGI todas las ventas que se hacen por medio 
del sistema, que hace unos años representaba el 80% de las ventas del comercio de Montevideo. La crisis 
económica y las medidas restrictivas y algunas de carácter impositivo que se han tomado bajaron ese nivel 
pero, de todas maneras, en la recaudación impositiva el uso de las tarjetas de crédito también es un elemento 
totalmente favorable, porque al fomentar el consumo es fuente de recaudación de IVA de modo indiscutible. 


Son los clientes más importantes del Correo, a pesar de que a veces no utilizan directamente sus servicios 
para enviar a los usuarios cientos de miles de estados de cuenta mensuales. Hace unos años, por concepto del 
porte postal retenido por las empresas privadas de correspondencia y vertido al Correo, a razón de $ 4,20 por 
pieza -ahora debe ser bastante más-, las empresas vertían a dicho organismo del Estado US$ 2:500.000 por 
año. 


En suma: se trata de una actividad lícita -esto es lo fundamental-, que no se inventó en Uruguay; aquí lo 
único que se ha hecho es copiar un instrumento idóneo, inteligentemente pensado para facilitar las 
transacciones comerciales. Está desarrollado por empresas que son fuente importante de ocupación, que 
siempre han cumplido estrictamente con la legislación laboral y sus obligaciones fiscales, que son 
importantes contribuyentes del BPS y, sobre todo, grandes contribuyentes del Estado. Son empresas con 
antecedentes saneados, a pesar de todo lo que se diga en contrario. Generalmente las denuncias que se hacen 
contra las empresas refieren a situaciones que, en el conjunto de los clientes que las empresas tienen, son 
porcentualmente irrelevantes. Contra lo que se cree, las personas que pagan intereses que comúnmente 
pueden considerarse elevados -aunque en la plaza todos los intereses lo son; elevados son los intereses 


bancarios y elevados son, inclusive, los intereses del llamado crédito social del Banco de la República-, las 
que financian las compras, es decir, las que al vencimiento del plazo que tiene la factura que se les cursa 
mensualmente no cancelan el total de lo gastado durante el mes, son un porcentaje muy pequeño -creo que un 
10%-; el resto abona todo porque sabe que si no tiene que pagar intereses altos. 


SEÑOR HUGHES.- Está en el entorno del 20%. 


SEÑOR AGUIRRE RAMÍREZ.- Las personas que a veces aparecen diciendo que se les cobra 
determinada cantidad, lo hacen porque además de que financian luego caen en mora, es decir, no 
pueden cumplir con las obligaciones. Esta es la única manera de obtener crédito que tiene muchísima 
gente que, por ejemplo, hace compras chicas de $ 300, $ 400 o $ 500 por mes, dinero que a veces utiliza 
hasta para obtener alimentos para su familia. 


En suma, lo que quiero señalar en nombre de la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito y Compra es que si 
uno observa esta actividad en sus dimensiones generales podrá concluir que su contribución al buen 
funcionamiento de la economía y al desarrollo del comercio y del consumo es altamente positiva. Por algo 
esta manera de financiar el consumo existe prácticamente en todos los países civilizados. 


Además, en los últimos años las empresas han tenido algunas regulaciones que, si bien naturalmente han 
debido aceptar y cumplir, sobre todo en el plano impositivo, les han creado dificultades que les han hecho 
mermar su actividad. Voy a pedir al contador Hughes, como Presidente de la Cámara de Tarjetas de Crédito y 
Compra y como contador que domina mejor esos temas, que explique esto a la Comisión. 


SEÑOR HUGHES.- Además de las regulaciones, la ley de usura, lo que llamamos la ley Ponce de León 
y todos los criterios de controles en defensa del consumidor, esta industria ha sido muy fuertemente 
castigada por aumento de impuestos. 


Me voy a referir a dos cambios que fueron los más importantes que se produjeron en el momento del ajuste 
fiscal. Algunos de esos cambios hoy ya fueron derogados, pero el impuesto a las tarjetas todavía no. O sea 
que las tarjetas de crédito tienen que pagar un impuesto por cada cuenta vigente en el mercado, lo cual es 
muy fuerte porque en la realidad nuestro pecado es otorgar créditos a individuos; por eso tenemos que pagar 
un impuesto que representa. más o menos, el medio por ciento de las ventas que haga el individuo. Inclusive, 
hay mínimos; o sea, si hay clientes que en algunos meses no consumen, las administradoras de crédito igual 
tenemos que pagar el impuesto. Esto sin duda es desestimulante para la actividad, cuando en la realidad la 
utilización de la tarjeta es muy buena para los intereses del Estado. 


Para darles una idea, en la empresa de la cual soy Gerente General, el impuesto a las tarjetas lo asimilamos 
como si fuera una carga social, como si fueran aportes a la seguridad social, como si fueran puntos de los 
sueldos nominales, ya que alcanza al 29% de estos. O sea que nuestra empresa tiene una carga adicional; las 
cargas sociales de nuestro sector -BPS, DISSE y demás- llegan al 18,5%, pero además hay 29 puntos 
adicionales por concepto del impuesto a las tarjetas. Esto es de una magnitud enorme. 


Acá se discute -ustedes lo han hecho- si se les da dos, tres o cinco puntos de rebaja en los aportes patronales a 
determinados sectores. Bueno, pues esta actividad hoy tiene 29 puntos adicionales -es el caso específico de 
OCA- como costo del cargo generado por el impuesto a las tarjetas, por el único pecado de otorgar créditos a 
individuos, a quienes -además- en determinadas condiciones les resulta difícil conseguir ese crédito. 


También quiero mencionar la retención que las administradoras de crédito y las tarjetas de crédito tenemos 
que hacer de todas las ventas que se realizan con tarjeta de crédito. 


Eso surgió también en el ajuste fiscal, cuando se dio la potestad para hacerlo al Poder Ejecutivo. De manera 
que es otra de las medidas que se mantienen. Es decir que por esa potestad que le otorgó el Parlamento al 
Poder Ejecutivo hoy se retiene el 5% de las ventas a los comercios, lo que nosotros volcamos en forma 
directa a la Dirección General Impositiva. ¿Qué conlleva eso? Que el comercio evita la utilización de las 
tarjetas de crédito porque aparecemos muy claramente siendo casi un anexo de la Dirección General 
Impositiva. Con esas medidas, en vez de aumentar las posibilidades de que nuestra industria -que es 
claramente un socio para el Estado- aumente la recaudación y formalice la economía, las disminuye. En los 


hechos, hay algunos comercios que evitan la utilización de la tarjeta de crédito porque en forma inmediata 
tienen que pagar el 5% de todas las ventas, incluyendo el IVA, por concepto de la retención que debemos 
hacer a las empresas. Resumiendo, diría que se han puesto fuertes regulaciones a la actividad y altísimos 
niveles de impuestos que, en definitiva, lo que han logrado ha sido disminuir el mercado de manera 
importante. 


Creo que, de alguna manera, no se ha entendido el rol que tienen las tarjetas de crédito en la economía, así 
como su potencial. 


Para darles una idea, podemos decir que el 7% del consumo privado se realiza con tarjetas de crédito; el 93% 
restante queda fuera del circuito. Creo que si se tomaran medidas que impulsaran el consumo redundarían en 
una mejora significativa en la recaudación del Estado. Considero que las medidas adoptadas y los impuestos 

aprobados van en la dirección contraria. 


SEÑOR OBISPO.- Nos parece muy importante poder contar con la presencia de los invitados en la 
Comisión. 


En realidad, el tema de las tarjetas y su entorno es de gran importancia para el país. Además, los tenedores de 
tarjetas suman cientos de miles. 


Considero que es una actividad correcta y que facilita mucho el consumo, pero, por otra parte, debemos tener 
en cuenta que hay gente que no puede controlarse y después tiene dificultades. Por supuesto que eso no 
depende de ustedes, sino de la disciplina de cada uno. 


Esta Comisión participó en la elaboración de la Ley N” 17.250 de Relaciones de Consumo. Nos parece que es 
una buena ley y que, en general, en ella se buscaron equilibrios para posibilitar la defensa del consumidor y 
de los proveedores. 


En oportunidad de recordar los cuatro años de vigencia de la ley, queremos manifestar nuestro interés en su 
difusión. Nos parece una buena medida que la gente conozca los contenidos de una ley para poder reclamar 
por sus derechos. Por ello, la Comisión ha estado propiciando su difusión. 


Con respecto a su estructura administrativa, también deben conocerse cuáles han sido los resultados de su 
aplicación. Una de las cosas pendientes según concurrencia de las autoridades, es una de las facultades que el 
decreto reglamentario de la ley establece con relación a que -creo que se trata del artículo 18 del Decreto 

N* 24/00- se debe exhortar al Banco Central a reglamentar el tema de los servicios financieros. 


La preocupación de la Comisión era saber cómo estaba esa medida, porque sabemos que no se ha hecho 
absolutamente nada. 


En el debate relacionado con la difusión de la ley y la consulta sobre cuál ha sido el resultado, si marcha bien, 
cuáles son sus dificultades y cómo va su aplicación, recibimos una nota de la Liga Uruguaya de Defensa del 
Consumidor, que fue una de las organizaciones registradas que estuvo presente. Uno de los puntos que 
manifestó como preocupantes fue la "Necesidad de legislar severamente para impedir los abusos de los 
operadores de tarjetas de crédito. Ello implica normas claras y con un régimen sancionatorio adecuado para 
impedir prácticas tales como el cobro de los llamados “productos bonificables” y otros.- La Liga Uruguaya de 
Defensa del Consumidor, quien ha venido trabajando en el tema desde hace 22 años, cree en la vigencia del 
libre mercado. Cree que la competencia es fundamental, así como el derecho a elegir". 


Otro de los puntos a tener en cuenta -tal como manifestaba el doctor Gonzalo Aguirre- es el asunto de la 
mora. Hemos tenido oportunidad de ver liquidaciones de deudas que se han incrementado en forma notoria 
en pocos meses que, con las conciliaciones, luego se van achicando. 


Otra de las cosas que se nos ha manifestado -lo planteo porque es lo que recogemos y esta me parece una 
buena oportunidad para que ustedes nos digan cómo se opera en estos casos- es, por ejemplo, cuando 
aparecen saldos deudores o impagos y se cobra un seguro sobre estos. Porque mucha gente dice: "Yo nunca 
firmé nada". Claro, eso está en la letra chica que nadie lee en los contratos. Este tipo de cosas son las que 
hemos visto. 


Nos parece que, más allá de que se podrán buscar los equilibrios que se adecuen o no a la realidad, el 
mercado debe tener normas claras. Estas son las realidades que uno ve y, si bien puede ser que en general 
haya ciertos perjuicios contra el uso de las tarjetas de crédito o contra algunas de ellas, fundamentalmente las 
quejas que recibimos son las mencionadas. 


SEÑOR HUGHES.- Creo en el mercado, y si en él hay en el momento cerca de un millón y medio de 
tarjetas, pienso que no debemos ser tan malos, tan abusadores y que debemos cumplir un buen rol. Me 
extrañaría que empresas que han logrado colocar un millón y medio de plásticos en el mercado hagan 
las cosas tan mal. 


En lo que respecta al área de defensa del consumidor, nosotros tenemos un relacionamiento excepcional con 
la gente que maneja el tema en el Ministerio de Economía y Finanzas, de acuerdo al funcionamiento de la 
ley. Todas las dudas que se generan son solo eso: dudas. Porque como Cámara de Tarjetas de Crédito y 
Compra tenemos un volumen de clientes que amerita que llamen y estén en contacto. Otros colegas están en 
la misma situación. Por ello contamos con personas asignadas a la atención al cliente; no hemos tenido 
ningún inconveniente y todo se resuelve de forma muy fácil en plazos cortos. 


Si quedan dudas pueden consultar con la gente del Ministerio de Economía y Finanzas para ver cuál es el 
relacionamiento de los distintos sellos. 


Con respecto a las normas, podemos decir que hoy nosotros tenemos las mismas que rigen a los bancos. 
Antes había tasas diferenciales para los bancos y para las administradoras de créditos; ahora están todas 
regidas por la llamada Ley de Usura y tienen exactamente los mismos topes. 


Con respecto a la situación de los deudores que no logran cumplir con sus obligaciones, el espíritu de las 
empresas siempre es recuperar a los clientes, porque es sabido que con deudas de $ 5.000, $ 7.000, $ 8.000 o 
$ 10.000, no conviene iniciar acciones legales que son muy costosas. 


En el proceso de aprobación de la ley Ponce de León, se plantearon a la Comisión pequeños problemas que 
habían tenido algunas personas. Aclaro que nosotros tenemos más de un millón de clientes, ¿y saben cuántos 
casos presentó el señor Diputado Ponce de León a la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito y Compra? 
Cincuenta. Esa es la proporción: cincuenta en un millón; de todos modos, se aprobó esa legislación. 
Recuerdo que había ocho casos de nuestra empresa que le llegaron al señor Diputado. Es así que en forma 
personal, individual, a través de una carta firmada por mí, expliqué uno a uno cómo se había llegado a esa 
situación, absolutamente en regla, como corresponde 


Cuando uno ve la magnitud de los reclamos con relación a los clientes, yo digo que si teníamos un millón y 
medio, y cincuenta presentaron sus reclamos, había 1:499.950 clientes satisfechos; por lo menos eso es lo que 
se podía presumir, ya que en ese momento se estaba anunciando que si alguien tenía algo que plantear, así lo 
hiciera. 


En cuanto a los intereses por mora, en todos los casos se tuvo el mismo régimen que los bancos. Ahora bien, 
se preguntó cómo se acrecientan las deudas con el tiempo. Nosotros estamos normados en lo que tiene que 
ver con los intereses por mora, pero las empresas públicas, los entes del Estado y las Intendencias 
Municipales no lo están. En la Comisión de Hacienda, como operador del sector privado, planteé que estas 
normas se deberían aplicar a todos. En este sentido, los montos que se llevan las empresas públicas y las 
Intendencias son significativamente más altos que los de las administradoras de crédito. 


En cuanto a los seguros, debo decir que se trata de potestades de algunos, porque los distintos agentes 
adoptan una estrategia comercial y algunos la han tenido con respecto a este tema. Hoy la tienen los bancos 
en la órbita del Estado, pero no hay ningún tipo de abuso para mencionar en este sentido. 


Por otro lado, cada vez tenemos más regulaciones y más impuestos. Se ha logrado achicar este mercado y 
ahora todos están contentos porque nosotros somos los malos de la película. Pero, en realidad, cuando leo el 
"Gallito Luis" veo que hay una cantidad de gente que presta dinero de manera informal, simplemente 
utilizando un celular. Esto lo pueden confirmar el próximo domingo. Nuestras oficinas están en la calle 
Colonia y Barrios Amorín y cuando salgo a almorzar por esa zona, suelen entregarme como cuarenta y cinco 
papelitos de prestamistas de dinero. 


Honestamente, reitero que los Poderes Públicos han creído que nosotros somos los malos de la película; nos 
han castigado con fuertes regulaciones que cumplimos a rajatabla; pagamos los impuestos, y ahora le 
hacemos la retención al comercio. Pero en los hechos se ha creado un mercado que no paga el IVA, que no 
cumple con las normas y que sí abusa con respecto a los consumidores a la vista de todo el mundo, y 
realmente no veo a nadie que diga nada. Es más: se les da potestades que las administradoras de crédito no 
tenemos, como el descuento en los sueldos. Se trata de cooperativas "truchas" -así se les dice- que lo único 
que hacen es organizarse como tales, simplemente, para hacer dicho descuento, potestad que, como decía, 
nosotros no tenemos. 


Entonces, me parece que tantos impuestos y regulaciones han achicado el mercado formal y cada vez se 
agranda más la brecha, ya que se impulsa al mercado informal. Me parece que un objetivo en una Legislatura 
debería ser el de agrandar la torta formal, teniendo en cuenta lo que se vuelca al Estado por concepto de 
impuestos. 


SEÑOR ALONSO.- Para utilizar una terminología cinematográfica, estamos al borde de la hora 
señalada en lo que tiene que ver con los asuntos parlamentarios. De todos modos, esta visita es 
oportuna; si no me equivoco, surge como respuesta a una comparecencia anterior de otros actores. 


Personalmente, coincido con algunas de las cosas que se manejan y con otras no totalmente, si bien entiendo 
la posición que se plantea. Nuestra principal preocupación es que se pueda operar un desarrollo del sistema 
financiero de consumo, a través de tarjetas de crédito, que sea saludable, fuerte y que le brinde un buen 
servicio al usuario. Creo que esa es la perspectiva que debemos tener. Si ganan más o menos plata, será 
cuestión del funcionamiento de ese mercado. Por supuesto que muchas de las decisiones que se pueden tomar 
a partir del Poder Legislativo, que se traducen en acciones del gobierno, en leyes o en modificaciones al 
marco regulatorio, pueden incidir en el último número que es, precisamente, el que determina si la empresa 
es rentable. 


Además, se me ocurre que tenemos que velar para que no se distorsione el mercado -este es uno de los temas 
que se está planteando y que particularmente me preocupa- hacia la informalidad, porque allí sí que no hay 
regulación de ningún tipo y tampoco contribución al financiamiento del Estado a través del aporte a Rentas 
Generales. Muchas veces ese es el invento que termina matando al inventor: organizar un sistema tan rígido, 
estricto y aplastante que finalmente corre al sector formal hacia el informal. Entonces, como dice el paisano, 
esto es "mucho más peor" para todos. 


Creo que también debemos hacer una adecuada ubicación en el tiempo que estamos viviendo. Es notorio que 
no sólo el sector financiero se ha visto castigado con una suba de impuestos; la carga tributaria ha aumentado 
prácticamente para todos los sectores, como es sabido, producto de la situación que ha vivido el país y de la 
que felizmente parecería que estamos empezando a salir. Esta Legislatura ya está terminando, pero lo natural 
sería que en la próxima y en el Presupuesto que viene, se revisara la vigencia de ciertas cargas tributarias que 
afectan a alguno de los sectores y que, en definitiva, podrían estar incidiendo para que consigamos el efecto 
contrario al que estamos buscando. 


Creo que hay dos campos que si bien son tangenciales, son medianamente autónomos. Uno es el de la carga 
tributaria, que obedece a necesidades de la sociedad y del Estado, y que fue impuesto al barrer. Aquí todos - 
salvo algún sector de la cadena agroindustrial, el sector agropecuario- han tenido un incremento en la carga 
tributaria. Por lo tanto, todos están afectados y entiendo que hay que ver de qué manera -sea cual fuera la 
opción que tenga a su cargo el Gobierno a partir del 1% de marzo- se puede revisar nuestro sistema tributario. 
Cuando nos toque ejercer la Administración, vamos a pedir la colaboración de alguno de los compañeros para 
que nos de su perspectiva. 


El otro campo es la regulación. No creo que las regulaciones deban ser tan estrictas como para propiciar ese 
corrimiento hacia el informalismo. También es verdad que en la evaluación del problema respeto la posición 
de la identificación de la magnitud del asunto, vinculada con un volumen abrumador de un millón y medio de 
personas, con un volumen de operaciones importantísimo, frente a una casuística que podría parecer muy 
reducida. Pero me preocupan aunque sean pocos casos. Todos, en alguna medida, podemos haber tenido -no 
soy usuario de la tarjeta del contador Hughes- cierta dificultad. Muchas veces, al ciudadano común le cuesta 
identificar cuáles son sus derechos y cuál es el marco normativo sobre el que debe moverse. Por tanto, la 
información juega un rol importante. 


También entiendo que este es un instrumento que se ha venido consolidando, como decía el doctor Aguirre. 
Estamos en la cuarta década de vigencia del instrumento y, notoriamente, es un medio muy valioso para el 
desempeño de las economías hogareñas, para los individuos a nivel personal y para el desarrollo del 
consumo. Es un instrumento que no hay que castigar ni perseguir. 


No participé en la gestación de las modificaciones que se introdujeron durante esta Legislatura en esta 
Comisión, pero habría que mirar los resultados y el funcionamiento, para revisarlo y corregirlo. El 
Parlamento deberá revisar estos temas en la próxima Legislatura. Deberá hacerlo para ver si la carga 
tributaria es la adecuada. Lo peor que podemos hacer es quedarnos de brazos cruzados y ver cómo, por un 
exceso en la carga tributaria o por un exceso de regulación, el mercado tiende a tomar una de sus peores 
formas, que es la informalidad. 


Por otra parte, me gustaría saber qué participación en el mercado se estima que tienen hoy las tarjetas de 
crédito para el consumo y qué evolución ha habido. Digo esto porque se dijo que se perdió participación. Los 
últimos años no son los más recomendables para poder identificar el comportamiento de la variable, porque 
hemos pasado por una crisis verdaderamente profunda y virulenta que modificó todo tipo de hábitos, en 
especial los de consumo. Habrá habido gente que recalentó la tarjeta de crédito porque no tenía otra salida, o 
quienes la dejaron porque no podían enfrentarla. 


También quisiera saber si la Cámara representa a todas las tarjetas que están funcionando en el país y, en caso 
negativo, a cuáles no representa. 


SEÑOR OBISPO.- Me parece que en este aspecto la ley de relaciones de consumo es importante y de 
equilibrio. Nuestra preocupación es cómo funciona. 


SEÑOR AGUIRRE RAMÍREZ.- Me parece muy oportuno lo que dice el señor Diputado para hacer 
una reflexión de carácter general sobre el efecto de la legislación. Una vez creo que el doctor Tarigo 
dijo que no se puede medir la eficacia de un Parlamento como una chacinería: a mayor cantidad de 
producto, mejor funcionamiento. No es cuestión de tener una vocación legiferante como tuvo el 
Consejo de Estado en las postrimerías de su actuación; creo que en dos meses aprobó trescientas leyes. 


De todos modos, hay algo que no se advierte bien. Me refiero a que a veces se legisla, pero después la ley no 
se cumple. La ley a que alude el señor Diputado -que yo estudié como abogado- es revolucionaria. A mi 
juicio, tenía varios defectos o excesos, pero tenía muchas cosas buenas; algo había que legislar. Pero ¿qué 
ocurre? ¿Se cumple realmente? Recuerdo una modificación del Código Civil, que logré que se aprobara, 
estableciendo una responsabilidad casi objetiva para quienes tenían fieras salvajes. Puede haber un individuo 
que tenga un león, salga a pasear con él, y haya habido desgracias. Un día yo estaba sustituyendo al doctor 
Lacalle en la Presidencia de la República y leí en un diario que en un lugar de San José alguien tenía unos 
cachorros de leones y que los había cambiado al Director del Zoológico Municipal de Villa Dolores. El 
Director ignoraba que la ley prohibiese que particulares tuvieran animales de esas características. La persona 
fue a un Juzgado y lo liberaron. El Juez no sabía que existía la ley ni que se habían creado figuras penales. El 
Poder Ejecutivo no sabía que debía reglamentarla. El doctor Ramírez -quien era el Ministro del Interior- 
decía que no era competencia de él. El doctor Vázquez -quien era el Intendente Municipal de Montevideo- 
tampoco sabía de la existencia de la ley y que su subordinado la estaba violando porque cambiaba pájaros 
exóticos por cachorros de fieras a un señor que tenía el exotismo de tener un zoológico particular en una 
hacienda en el departamento de San José. También recuerdo que hablé con el entonces Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, doctor Torello, quien me dijo: "¡Qué barbaridad! No sabía que existía esta ley. 
Vamos a mandar una circular a todos los Jueces penales". Es decir que se había votado la ley y nadie tenía 
conciencia de que existía y nadie la cumplía a diversos niveles: Intendencias, Poder Judicial, Poder Ejecutivo. 


Cuando las leyes afectan los derechos privados de las personas, las relaciones de familia o contractuales, se 
cumplen porque la gente reclama, pero cuando las deben cumplir los Poderes Públicos, muchas veces no se 
cumplen. La ley puede ser excelente, pero si los órganos encargados de aplicarla no lo hacen, la norma no 
funciona. Muchas veces se le echa la culpa a la ley, argumentando que es mala. Y no es así; lo que sucede es 
que no se aplica. 


SEÑOR OBISPO.- Nosotros propiciamos la existencia de una estructura que haga cumplir la ley. El 
Estado debe hacerse cargo de las sanciones, conciliaciones, etcétera. Los ciudadanos deben conocer la 
norma para poder reclamar sus derechos. 


De todos modos, lo más importante es que las reglas deben ser claras y que los contralores deben existir para 
evitar, precisamente, el informalismo. Nosotros estamos en contra del informalismo en todos sus niveles. 
Usted hablaba de las cooperativas "truchas", y ese es un tema para controlar. 


La aspiración de la Comisión es ver cómo funciona el sistema y nos parece fundamental contar con todos los 
elementos para evitar los abusos y para analizar los inconvenientes. Siempre hay que buscar un equilibrio. 


Me parece fundamental que exista una estructura administrativa que haga cumplir la ley, que el usuario sepa 
dónde reclamar, y que el reclamo no sea para dentro de cinco meses, perdiéndose en la burocracia. 


Por lo tanto, no estamos en contra de tal sector; lo que queremos es conocer la realidad, ver cuáles son las 
deficiencias y qué se puede corregir. Ese es el sentido. Somos partidarios de los controles para evitar el 
informalismo y favorecer una competencia leal. Elaboramos una ley -que anda por ahí y que creímos 
necesaria- sobre la competencia desleal. Este es el espíritu de la Comisión, y no ir contra las tarjetas de 
crédito. De todas formas, si hay denuncias e incumplimiento de lo que establece la ley, es nuestra 
responsabilidad analizarlas. 


SEÑOR HUGHES.- Me alegro de que no haya animosidad con las tarjetas de crédito. Cuando uno 
mira la evidencia, le cuesta pensar que es así porque ha sido algo fuerte. Me encantaría que 
controlaran a todos esos que inician actividades, con exenciones fiscales, a través de todo de tipo 
cooperativas. Si todos estamos en el negocio de administradoras de crédito, todos debemos tener las 
mismas reglas. Quienes tenemos problemas porque nuestros clientes no nos pagan, sabemos que hay 
deudores para las tarjetas de crédito y deudores para los servicios del Estado. Creo que la norma 
debería ser la misma para ambos. Es más, los servicios del Estado tienen la potestad de cortar el 
suministro de luz eléctrica, de agua o de teléfono, pero nosotros, lógicamente, no la tenemos. Lo mismo 
ocurre con las Intendencias, que tienen aspectos legales para hacer cumplir el pago de las obligaciones. 
Reitero que me gustaría que fuera la misma norma y que los controles se aplicaran. 


En los hechos, en el Uruguay de hoy, lo que ocurre es que nos controlan a nosotros y, por lo tanto, cumplimos 
con la norma. Además, el mercado es más chico porque hasta hace un tiempo había un banco internacional, 
de primer nivel, que liquidó su operación de tarjeta doméstica. El hecho de que estos actores salieran del 
mercado constituyó una fuerte pérdida para la sociedad uruguaya. 


En cuanto a la representatividad de la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito y Compra, las empresas que 
la integran son MASTER, VISA, CABAL, DINERS, CREDICARTA y OCA. Estimo que nuestra 
participación es claramente superior al 90%. No están todas las tarjetas nucleadas en la Cámara. 


SEÑOR ALONSO.- ¿El 10% restante está muy disperso? ¿Estamos hablando de una, dos o veinte 
tarjetas chicas? 


SEÑOR HUGHES.- No; yo haría referencia a American Express, que tiene el segmento más alto del 
mercado, muy sofisticado, y a un par de tarjetas más. Ahora hay algunas cooperativas que empezaron 
con el negocio de la tarjeta de crédito, con el beneficio de no pagar impuestos, con lo cual es claro lo 
que el mercado tiende a decir: "Si a este le pegaron muy fuerte, dejó de ser atractivo y algunos 
operadores salen del mercado; yo entro con algunas exenciones fiscales y compito mejor". 


Con respecto a la caída del mercado, este descendió alrededor del 20% en términos reales. Era un mercado 
que tenía el 8,5%, aproximadamente, del consumo privado y hoy está en el entorno de 7%. Este es el 
concepto que quisiera reiterar a los señores Diputados: somos el 7% del consumo. En algunos países hasta el 
40% del consumo privado se hace vía tarjetas. Es la mejor manera para formalizar la economía. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del contador Horacio Hughes, Presidente de la 


Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito y Compra, y del doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, asesor 
letrado. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


